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Opiniones.
Controversiales 
han resultado las 
dos reformas que 
podrían, incluso, 
ir en contra de 
la Constitución. 
Varios senadores y 
representantes se 
han pronunciado 
en contra

Los micos. En
los últimos días, 
las mayorías en 
el Congreso han 
sido duramente 
criticadas por 
la opinión 
pública debido 
a la aprobación 
para proyectos 
de reforma que 
tendrían micos 
en sus textos. Le 
explicamos por qué 
la polémica

/ EFE

Las controversiale s  
reform as aprobadas 
en el Congreso: a  la 
justicia y al Cúdigo  
General D isciplinario

VALERIA ARIAS
En los últim os días, específi­
camente desde el pasado mar­
tes, en el Congreso se han de­
batido proyectos de reforma 
crucia les para d e te rm in a r 
prioridades en el sistema judi­
cial y  en el código disciplina­
rio que reglam enta el actuar 
de la Procuraduría General 
de la Nación, encargada de in­
vestigar y  sancionar a funcio­
narios públicos que incurran 
en irregularidades.

Parecerían reform as que 
tend rían  que hacerse, pero 
hay puntos que no conven­
cen. El primero, la reforma a 
la justicia, que se llam ó Re­
forma a la Ley Estatutaria de 
la Administración de Justicia, 
fue una apuesta del Consejo 
Superior de la Judicatura, el 
M inisterio de Justicia y  algu­
nos congresistas.

El objetivo principal de esta 
reforma es mejorar la gestión 
del sistema judicial y  facilitar 
la labor de los trabajadores de 
esta rama del poder. D entro 
de las iniciativas del proyec­

to están la adopción de expe­
dientes digitales para facili­
tar la labor judicial. Además, 
crear juzgados itin e ran tes  
para solventar requerim en- 
tos de la justicia en algunas 
zonas del país.

O tro de los asuntos posi­
tivos es que el tex to  plantea 
equidad de género, pues ins­
tauraría la obligación de que 
el 50% de las listas para m a­
gistratura en las altas cortes 
sea para mujeres.

Sin embargo, varias críti­
cas han  despertado algunos 
artículos de la reform a que 
serían micos. Según varios 
representantes en la opinión 
pública, estos artículos no re­
presentarían los intereses de 
la ciudadanía.

Varios senadores alegaron 
que, después de varias refor­
mas al tex to , este fue apro­
bado con un  parágrafo, el ar­
tícu lo  67, que m odifica los 
requerim entos para aspirar 
a a los cargos de procurador, 
fiscal general, registrador y  
defensor del Pueblo. Estos re­

quisitos m igrarían a que no 
deben tener experiencia en 
el ámbito judicial las personas 
que aspiren a estos cargos. Se 
habla de una diferencia m uy 
grande, debido a que hasta  
ahora la experiencia requeri­
da es de 15 años.

Los trabajadores de la Rama 
Judicial pertenecientes a Aso- 
nal han alegado, también, que 
el declarar la justicia como un 
derecho fundam ental estaría 
desconociendo sus derechos 
sindicales y  de huelga, ya que 
esta facultad  les im pediría 
generar paros para reclamar 
derechos.

La reform a llegó a ser tan 
controversial, que la m isma 
presidenta del Consejo Su­
perior de la Judicatura, Glo­
ria Stella López, que promo­
vió el proyecto, se apartó de 
algunos parágrafos que se 
agregaron por considerarlos 
anticonstitucionales.

Además, la controvertida 
reform a apunta, en tre  otras 
cosas, a la creación de nue ­
vos cargos en la Defensoría

del Pueblo. Serían alrededor 
de 1000 nuevos puestos, ya 
que se propone que haya un 
defensor por m unicipio en 
el país. Esto fue a ltam ente  
criticado por figuras como el 
senador A ntonio Sanguino, 
quien alegó que m ientras se 
rechazan debates de proyec­
tos que buscan garantizar la 
m atrícula cero, se aprueban 
nuevos cargos que generarían 
más gastos al Estado.

“Sería ideal si los p o d e ^ ^  
res realmente estuvieran 
separados en este momen­
to, pero no es la realidad, 
por eso no es viable en un 
Estado como este, que no 
está haciendo sus labo­
res de control y vigilancia 
como debe ser”
CARLOS ANDRÉS ARIAS ORJ UELA
Comunicador social y periodista especia­
lizado en Opinión Pública y docente de 
maestría en Comunicación Política de la 
Universidad Externado

_ l  .

Sobre esta polémica refor­
ma, Carlos Andrés Arias Or- 
juela, com unicador social y 
periodista especializado en 
O pinión Pública y  docente 
de m aestría  en  C om unica­
ción Política de la Universi­
dad Externado, comenta que 
estos fragm entos del a rticu­
lado son fatales para la demo­
cracia.

Además, el experto comen­
ta que al tocar los dineros del 
Estado para aum entar el nú­
mero de cargos es grave, ya 
que realm ente estos se pue­
den prestar para que se po- 
sicionen cuotas am iguistas 
en esas nuevas vacantes de la 
Defensoría del Pueblo: “Sería 
ideal si los poderes realm en­
te  estuv ieran  separados en 
este m om ento, pero no es la 
realidad, por eso no es viable 
en un  Estado como este, que 
no está haciendo sus labores 
de control y  vigilancia como 
debe ser”, comentó.

Por otra parte, la reforma al 
Código General Disciplinario 
se habría aprobado el pasado
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m iércoles. El proyecto fue 
redactado por M argarita Ca­
bello, la m ism a procuradora 
general, quien alegó que su 
aprobación podría detener la 
archivación de por lo m enos 
10.000 procesos disciplina­
rios.

Esta reform a tam bién ge­
neró varias críticas, pues, por 
ejemplo, establece funciones 
administrativas al interior de 
la Procuraduría al presidente 
de la República. Es decir, este 
podría ajustar a su acomodo 
la p lanta del personal en  la 
entidad.

La Misión de Observación 
Electoral (MOE), criticó, en 
su m om ento, que esta refor­
ma le da facultades propias de 
los jueces al M inisterio Públi­
co, lo que no debería suceder. 
Además, lo facultaría de fun­
ciones de policía judicial. Es 
decir que al interior de la Pro­
curaduría se podrían autori­
zar allanam ientos e in terve­
nir las comunicaciones.

La bancada opositora real­
m en te  ha rebatido, p rinc i­
p a lm en te , e ste  articu lado  
que otorga las funciones ju ­
diciales a esta entidad. Según 
dicen, este  poder que se le 
otorga podría generar perse- 
cusión a dirigentes políticos. 
En medio de esta, tam bién se 
ha planteado la creación de 
nuevos cargos, que, nueva­
m ente, serían costeados con 
recursos del Estado, lo cual 
se contradice con varias de las 
afirmaciones que han venido 
del Gobierno que dictan que 
los recursos no están siendo 
suficientes.

Incluso, el Consejo Nacio­
nal de Estado (CNE) se m a­
nifestó en contra de la refor­
ma, ya que para el tribunal, la 
Procuraduría no forma parte 
constituciona l de la Rama 
Judicial y  por ende, no puede 
desempeñar funciones que a 
esta correspondan.

Entre tan to , ahora, en el 
caso de la reforma a la justicia, 
el proyecto espera ser conci­
liado con el texto de la Cáma­
ra de Representantes. Luego, 
será la Corte C onstitucional 
quien revise el proyecto y  de­
te rm ine  la constitucionali- 
dad del texto aprobado.
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